Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 16 y 8 minutos.) 


En el día de hoy culminamos una etapa y comenzamos a analizar los aportes realizados por la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial a través del arquitecto Francisco Villegas Berro. 


SEÑOR GILMET.- Con respecto a los aportes realizados por la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial que figuran en el 
texto que entregara el arquitecto Villegas el lunes 11 de agosto en el seno de la Comisión Asesora, queremos expresar que los 
hemos estudiado y llegado a algunas conclusiones que queremos compartir. 


Se trata de un material muy rico que lamentablemente llega en este momento a nuestro estudio. Digo esto porque seguramente 
hubiera sido mucho más útil que llegara con anterioridad. Sin embargo, así ocurrieron los hechos por lo que hemos realizado un 
esfuerzo para incorporar estos aportes a nuestra propuesta. 


La primera conclusión a la que hemos arribado es que la propuesta de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial que 
adquiere la formulación de articulado mantiene una estructura que no se aleja en absoluto de la que posee el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo de mayo de 2000, o sea, cuatro títulos y un fondo conceptual de importancia. Esta situación nos tranquiliza porque 
de cierta manera estamos hablando del mismo proyecto; por lo tanto, nos podemos seguir refiriendo al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo de mayo de 2000. 


Si bien mantiene la estructura del proyecto del Poder Ejecutivo, en muchos pasajes su redacción adquiere carácter programático y 
bastante alejado de la expresión del Derecho Positivo normativo. Esta puede ser considerada una virtud, pero entendemos que en 
ese sentido se encuentra como en la antesala de un proyecto de ley. Normalmente, un texto legislativo debe adquirir el carácter - 
valga la redundancia- de disposición legislativa. 


La tercera conclusión se refiere a la relación entre estos aportes y nuestro proyecto. En ese sentido, queremos dejar constancia de 
que las modificaciones que surgen con respecto al proyecto del Poder Ejecutivo están en sintonía con el nuestro, y voy a poner un 
ejemplo que entendemos es un aspecto medular y que se refiere a la calificación del suelo. 


Las categorías de suelo que hemos propuesto hace más de un año -de suelo urbano, suelo urbanizable y suelo no urbanizable- no 
son propias; provienen de la larga experiencia española, pues esta calificación de suelos fue aprobada en la primera ley de suelos 
de España. 


Curiosamente, al suelo urbanizable lo denominamos "potencialmente urbanizable". Esto recoge una experiencia nacional en la que 
al suelo urbanizable se le llama "potencialmente urbanizable". Aclaro que me estoy refiriendo a la experiencia del Plan Montevideo. 
Conocemos bien esta experiencia; sin embargo, aprendimos que en el texto de la ley era preferible la denominación de urbanizable 
a potencialmente urbanizable. En nuestro concepto, esta expresión denota una aptitud del suelo, lo que quiere decir que tenemos 
un potencial para ser urbanizado, pero no contiene una clara intención de urbanización. 


Por ello, nos parece que en el texto de la ley -y luego de la experiencia realizada en el departamento de Montevideo- es preferible 
utilizar la expresión urbanizable, puesto que estamos calificando suelos y dando un mensaje a toda la sociedad, en particular a 
todos los actores y agentes territoriales y urbanos, que debe ser claro y explícito. 


De modo que si existe la voluntad o la intención de urbanizar debe ser clara, puesto que esto está afectando derechos 
constitucionales muy importantes, como el de la propiedad. Por lo tanto, me parece que, desde los puntos de vista técnico y 
jurídico, es totalmente legítimo el uso de la categoría de potencialmente urbanizable. Sin embargo, en el caso de una ley nacional, 
y luego de esa experiencia, me parece mucho más clara esa intencionalidad explícita de la calificación de urbanizable. 


Es más; entendemos que esta calificación es mucho más clara que la del proyecto del Poder Ejecutivo porque conviven lo no 
urbanizable y lo rural. Lo rural, por definición, es no urbanizable. 


En ese sentido, esta discusión se ha planteado reiteradamente en el seno de esta Comisión. No queremos ser reiterativos pero, en 
otras palabras, digo que bajo el concepto jurídico del suelo no urbanizable se encuentran realidades territoriales de muy diverso 
carácter. A ese respecto, lo rural no es lo no urbano, así como tampoco es sinónimo de agrario. Esto es así muy especialmente en 
el ámbito periurbano, donde además de las agrarias aparecen actividades industriales, de servicio, se localizan funciones de 
carácter residencial, turísticas, de nueva tecnología, centros de logística y parques tecnológicos, entre otras. O sea, la negación 
implícita en la denominación de suelo no urbanizable no significa atribuirle un carácter negativo y residual, sino que tiene sus 
contenidos propios que requieren de ordenación. 


Por lo tanto, coincidimos plenamente con la calificación del suelo que aporta la DINOT. Precisamente, es coincidente con la que 
hemos planteado desde hace ya tiempo y es otra de las conclusiones a las que hemos llegado. Sin embargo, los aportes de la 
DINOT plantean dos categorías o subcalificaciones para el suelo urbano: la de consolidado y la de no consolidado. Ello nos genera 
más dudas, puesto que si bien en el reconocimiento de las realidades territoriales y urbanas de nuestro país -o sea, en el aspecto 
del diagnóstico- podemos coincidir plenamente con la definición de consolidado y no consolidado, no estamos de acuerdo con la 
calificación de no consolidado. Esto es así, ya que entendemos que la calificación de un suelo urbano no consolidado es 
justamente la de consolidar la no ciudad. Es decir, calificarlo como no consolidado es no tener justamente esperanza en el cambio, 
el no poder plantear la posibilidad del acceso pleno a la ciudadanía por parte de todos los uruguayos, puesto que vamos a tener a 
aquellos que van a habitar en un suelo urbano de pleno derecho, que está consolidado, que tiene infraestructura, agua, 
saneamiento, luz, etcétera, y hay otro que no está consolidado, que es urbano y, también desde el punto de vista tributario, va a 
tener que contribuir pero no va a contar con los servicios básicos y esto nos parece verdaderamente de gran injusticia. Por lo tanto, 


estamos de acuerdo con el diagnóstico pues hay situaciones de suelo urbano no consolidado, pero éstas merecen el esfuerzo 
social, institucional y de los instrumentos legales, en fin, de todo lo que podamos hacer para lograr que llegue a ser un suelo 
consolidado, o sea, lisa y llanamente, suelo urbano de pleno derecho. 


En el inicio de mi intervención insistía en que en estos temas, verdaderamente, identificamos aportes que simplifican y flexibilizan la 
propuesta legislativa del Poder Ejecutivo, es decir, la de mayo del año 2000. Si bien esos aportes están a destiempo en 
consideración, hemos resuelto incorporarlos a nuestra versión, que entregamos en el día de la fecha a la Mesa, en papel y en 
versión digital. También entregamos una versión -creo que ya la tienen en sus manos- a los representantes del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en papel, para que justamente puedan tener rápidamente nuestra 
identificación en los aspectos que entendemos que constituyen aportes verdaderos. 


¿Cuáles son esos aportes? Entendemos que hay un primer aporte que verdaderamente arroja carácter a la propuesta; se refiere a 
lo que en nuestro articulado denominamos el artículo 7* relativo a los grados de obligatoriedad. Con total franqueza puedo decir 
que nosotros habíamos considerado este aspecto y, en el seno de esta Comisión -de ello ha quedado registro taquigráfico en 
diversas oportunidades- hemos tratado de diferenciar, justamente, entre planes y directrices, porque entendíamos que la figura de 
ordenación de las directrices era más flexible y no exigía una definición de determinaciones tan pormenorizada. Por tanto, nos 
parecía mucho más adecuada, por ejemplo, para el ámbito nacional. Vemos que este proyecto, justamente, adopta la figura de la 
directriz o de las directrices para el ámbito nacional pero, luego, en diversos pasajes, nosotros habíamos introducido el concepto de 
que los planes o las directrices, a su vez, en sus determinaciones, no necesariamente deberían tener el carácter de obligatorios en 
su totalidad. Es decir que no todos tenían que ser obligatorios y llegar al carácter de norma, sino que habitualmente los planes, 
tanto en la experiencia nacional como internacional, adquieren formulaciones de carácter de recomendaciones, facultativas y 
potestativas. Reitero que no siempre deben tener el carácter de obligatorios. Debemos reconocer que esto es expresado con 
mucha claridad por el aporte de la DINOT, que nos fue entregado el 11 de agosto. Allí se establecen tres niveles, que nosotros 
hemos denominado de diferente forma, pero "el collar" es lo de menos. Justamente, estos niveles establecen lo que entendemos 
que son los grados de obligatoriedad. 


Por un lado, tenemos las determinaciones de carácter vinculante sobre las que, en la sesión pasada -sin versión taquigráfica- se 
planteó la duda en cuanto al significado del mismo. En esa oportunidad se entendió que el carácter vinculante establecía una 
relación entre causa y efecto. Esa es la primera acepción del diccionario de la Real Academia Española, pero allí también figura 
una acepción figurada que implica obligatoriedad. Esta última acepción del carácter vinculante identificado con la obligatoriedad, es 
habitual en nuestro Derecho, por ejemplo, en el Derecho Tributario, sobre el que muchas veces se realizan consultas de carácter 
vinculante o no vinculante, y la diferencia está en la obligatoriedad. 


Por consiguiente, nosotros mantenemos la denominación de carácter vinculante o del carácter no vinculante. Pero, a su vez, 
distinguimos dentro de las determinaciones de carácter vinculante a las llamadas "normas", que son preceptivas y pormenorizadas, 
y a las determinaciones de carácter vinculante denominadas "lineamientos", que son indicativas y orientadoras. Con esto 
recogemos, fundamentalmente, la necesaria flexibilidad en la redacción de los futuros instrumentos de ordenación. 


Resumiendo, diríamos que tenemos tres niveles. En primer lugar, están las determinaciones de carácter vinculante denominadas 
"normas", preceptivas y pormenorizadas, debidamente aprobadas y publicadas, obligatorias tanto para los particulares como para 
toda autoridad pública y en ambos casos, cualquiera sea su naturaleza jurídica. Se expresarán de acuerdo con la naturaleza 
jurídica de la autoridad competente puesto que esto hay que cruzarlo, justamente, con la autoridad competente que es la que va a 
sancionar las normas. A modo de ejemplo, se llamarán "decretos del Poder Ejecutivo", "leyes", "registros departamentales", 
etcétera. 


En segundo término, tenemos las determinaciones de carácter vinculante denominadas "lineamientos", que son indicativas y 
orientadoras y que, debidamente aprobadas y publicadas, serán obligatorias tanto para los particulares como para toda autoridad 
pública y, en ambos casos, cualesquiera sea su naturaleza jurídica. Se expresarán de acuerdo con la naturaleza jurídica de la 
autoridad competente, correspondiendo a la misma o a aquella de la cual dependa la adopción de las medidas para su 
cumplimiento puesto que, en este caso, al ser lineamientos es necesario justamente establecer cómo es que se van a cumplir. Una 
norma de Derecho Positivo, preceptivo y pormenorizado, es claro que hay que cumplirla, pero un lineamiento no es tan fácil. 


En tercer lugar, establecemos las determinaciones de carácter no vinculante, denominadas "recomendaciones". Son facultativas y 
potestativas, aunque en ningún caso podrán apartarse de las finalidades y principios rectores establecidos en los artículos 5* y 6 
del presente proyecto de ley. 


Hasta aquí, entonces, estamos totalmente de acuerdo con la iniciativa, la hemos incorporado y entendemos que se hace un aporte 
significativo. También se hacía referencia a la distinción que se realiza entre directrices y planes, con la cual concordamos 
enteramente. Sin embargo, la primera parte de los aportes de la DINOT se refiere a las directrices, pero también se habla de 
políticas nacionales y de estrategias regionales y metropolitanas, se introduce el concepto de ordenanza y de estrategia 
departamental, aparecen los planes, las determinaciones y toda una batería de planificación derivada y los planes de uso del suelo. 
Al respecto, verdaderamente nos parece que, si bien desde un punto de vista técnico podríamos llegar a acordar que hay que ser 
más precisos aquí, al darle tal grado de precisión, se peca de un excesivo tecnicismo. 


Nos parece más claro, pues, distinguir entre dos tipos de instrumentos: por un lado, las directrices que, como la palabra lo dice, 
marcan los elementos orientadores desde los ámbitos nacional, metropolitano y regional; y, por otro, los planes, en un ámbito más 
preciso que, justamente, es propio de las definiciones en territorios más cercanos. 


Tampoco estamos de acuerdo con la introducción de una figura de ordenación o de planificación denominada "políticas". En el 
artículo 9% como uno de los aportes de la DINOT, se habla de las políticas nacionales del ordenamiento territorial, y luego 
ejemplifica: la política de desarrollo urbano, de espacio rural, de espacio costero. Este no es nuestro concepto puesto que se trata 
de una ley, de una norma positiva. ¿Qué seguridad puede tener el Poder Legislativo al sancionar una ley que expresa voluntades 
políticas de que se vaya a cumplir? Las políticas son intangibles. Creo que aquí hay una confusión. Las políticas son 
fundamentales; por supuesto que las tiene que tener el Poder Ejecutivo, la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, pero las 
políticas se expresan en instrumentos legislativos, en decretos o en normas de Derecho Positivo. Si no fuera así, ¿cómo podrían 
interpretarlas los ciudadanos? Deben tener una expresión en el marco del Derecho. ¿Cómo se puede interpretar una política 


nacional del espacio costero que establece principios con los cuales todos podemos estar de acuerdo? No significa que no 
podamos llegar a consensos acerca de políticas nacionales de ordenamiento territorial, pero a la hora de legislar debemos ser 
precisos, claros. Tras la legislación hay políticas y enhorabuena si son explícitas, pero esas políticas serán expresadas en las 
exposiciones de motivos, en el discurso, en los medios de prensa, en todos los medios en los cuales, justamente, se pueda 
expresar la voluntad política, en el debate, en la confrontación, si es necesario, y enhorabuena. Pero a la hora de sancionar un 
texto legislativo, insisto en que debemos ser precisos; no podemos quedarnos con expresiones de voluntad. 


Por lo tanto, nos parece que este artículo 9% no responde a las características de un texto legal. 


Luego hay un aporte muy significativo de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, que refiere a las competencias. 
Entendemos que esto ha sido algo -si es que lo interpretamos bien- de interés. Seguramente ustedes recordarán que estuvimos 
meses discutiendo el tema de las competencias en el seno de esta Comisión y lo primero que yo hago es elogiar con gran interés 
estos aportes de la DINOT, pero busco el capítulo de las competencias y veo que no están. No hay ningún artículo al respecto; 
desaparecieron las competencias. Verdaderamente creo que es una jugada muy inteligente, y nosotros la hemos adoptado. ¿Por 
qué? Porque las competencias desaparecieron en la expresión del articulado, sin embargo están presentes en cada uno de los 
instrumentos. 


O sea que en cada uno de los instrumentos se atribuye la competencia. 


Personalmente, debo decir que me tomé el trabajo -aunque pude haberme equivocado- de confrontar el anterior articulado de las 
competencias con este proyecto y encontré que, cuando iba tildando el articulado, el mismo era reiterativo y se decía lo mismo que 
cuando se hablaba de los instrumentos. 


Por lo tanto, me parece que esta solución de eliminar lisa y llanamente el artículo de las competencias -que tanto trabajo nos dio- 
es muy elegante. Además, considero que las competencias deben aparecer en forma clara y explícita en cada uno de los 
instrumentos. Para que se me pueda entender, voy a poner un ejemplo. Cuando hablamos de las directrices nacionales de 
ordenación territorial, nosotros decimos que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente elaborará las 
directrices nacionales de ordenación territorial mediante la modalidad de valoración concertada. Las determinaciones de carácter 
vinculante serán remitidas por el Poder Ejecutivo a la consideración del Poder Legislativo en calidad de proyecto de ley. 
Claramente, aquí se están atribuyendo competencias: una al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
otra al Poder Ejecutivo y, otra, al Poder Legislativo. De esta forma, vemos que las competencias están contempladas en el 
articulado. 


Reitero que nos pareció que esta era una forma -y no es más que eso, porque si hubiera permanecido en el articulado, tampoco 
hubiera estado de más- elegante de sacar a un lado un tema que tanto nos había complicado y que, en realidad, estaba implícito 
en el articulado. 


Otro aspecto que también nos ha llevado a la reflexión es el que se refiere a las autorizaciones de los Gobiernos Departamentales, 
tema que fue objeto de tratamiento en el seno de esta Comisión durante mucho tiempo. Nosotros trabajamos en la precisión de los 
términos y cuando nos dimos cuenta de que los aportes habían desaparecido, nos planteamos la pregunta de dónde estaban. Los 
encontramos en una modificación a la Ley Orgánica Municipal donde, a la larga lista de competencias del Intendente Municipal, se 
agregaban las competencias de las autorizaciones. Entendemos que este es un camino. 


No obstante, en esta instancia nosotros preferimos adoptar el camino de eliminar los artículos relativos a las autorizaciones, puesto 
que ellas son otorgadas por los Gobiernos Departamentales, por el Intendente, y es deseable que aparezcan de forma más 
explícita -no cabe duda de ello- porque las que tenemos son las de la legislación de 1935 y requieren de actualización. Sin 
embargo, pensamos que las modificaciones que se introducen a la Ley Orgánica del Gobierno y Administración de los 
Departamentos, N* 9.515, de 28 de octubre de 1935, y que refieren a la ampliación de las competencias de la Junta Departamental 
y del Intendente respecto a la ordenación del territorio, deben considerarse en el marco de una modificación global y de 
actualización de la Ley Orgánica Municipal. 


Entre las múltiples adecuaciones, deberían introducirse los aspectos referidos a la ordenación territorial, así como de modo más 
explícito, las autorizaciones atribuidas a las competencias del Intendente Municipal. No somos partidarios de introducir 
modificaciones a un texto tan importante sin tener, justamente, una reflexión acerca de la ley en su conjunto. 


Otro aporte que entendemos significativo se refiere a un agregado a los principios rectores, los cuales no aparecían en el proyecto 
del Poder Ejecutivo ya que fueron propuestos en el seno de esta Comisión y se adoptan con cambios simplemente de redacción. 
Entonces, se agrega un punto que me parece que es relevante y que refiere a la prevención de los conflictos territoriales. Nos 
parece que es un aporte importante, por lo que lo hemos incorporado y le dimos la siguiente redacción: "La prevención de los 
conflictos territoriales que pueden resultar en daños, perjuicios o costos innecesarios para la sociedad." Ese es un principio rector 
de la ordenación del territorio. 


Hay otro aspecto que se incorpora a través de los aportes de la DINOT y es el que tiene relación con los Programas de Actuación 
Integrada. Dichos Programas no son, ni más ni menos, que los famosos PAU -Programas de Actuación Urbanística- de la 
legislación española. Entendemos que es un instrumento -se aplica en el ámbito nacional y a nivel departamental- necesario y muy 
valioso, justamente, para la transformación del suelo urbanizable en suelo urbano, pero entendemos que pertenece al ámbito de la 
planificación derivada extremadamente detallada, y preferimos dejarlo para la reglamentación puesto que necesariamente ésta 
deberá abordar este tema. El pasaje del suelo urbanizable a urbano, como lo establece el proyecto que nosotros presentamos, se 
realizará conforme a los correspondientes instrumentos de ordenación y de gestión territorial. Así lo hemos dicho siempre. En la 
reglamentación se definirán los procedimientos para lo cual, los programas de actuación urbanística de la legislación española que 
se han experimentado en nuestro medio, constituyen un instrumento a considerar. En este proyecto se le llama Programa de 
Actuación Integrada, pero no cambia la sustancia. De todas maneras, está bien que haya sido nombrado para no olvidarlo. 


Hasta acá los aportes más significativos que hemos incorporado. Hay otros, pero no quiero abusar en el uso de la palabra y, 
eventualmente, podrían ser detallados en otra oportunidad. 


Por otro lado, me quiero referir a lo que entendemos son carencias de los aportes de la DINOT. 


Nos llama profundamente la atención de que no haya ninguna referencia a las obras públicas. El artículo del Poder Ejecutivo 
acerca de las obras públicas -muy importante y significativo- habla de un programa, de una coordinación interinstitucional y, 
también, del aspecto de las políticas sectoriales expresadas, fundamentalmente, en las obras públicas. Y la ordenación del territorio 
es sustancial. 


Por tanto, si lo dejamos en el plano de la expresión programática, ¿qué garantías tiene el Poder Legislativo de que esto, 
justamente, pueda llegar a buen puerto? Es necesario que exista una expresión de Derecho Positivo. Por otro lado, el artículo del 
Poder Ejecutivo habla claramente con respecto a las obras públicas y plantea excepciones que nosotros, además, acogimos y 
respetamos. Justamente allí se exceptúan las obras de defensa nacional y se plantean otras excepciones que nos parecieron 
totalmente legítimas, pero netamente se establece un marco claro con respecto a la relación entre la ordenación del territorio y las 
obras públicas. Esto se desconoce, desaparece. 


Elimina también la puesta de manifiesto y la audiencia pública, haciendo nuevamente referencias muy genéricas y programáticas 
con respecto a los aspectos vinculados con la consulta pública, con la participación ciudadana. Esto queda librado a la 
reglamentación. El artículo 30 de los aportes de la DINOT se titula "Participación ciudadana", pero de esto tiene poco porque lo que 
plantea es justamente la aspiración a crear ámbitos de diálogo los cuales, por supuesto, entendemos que son bienvenidos pero no 
se indica cómo se va a expresar esa participación ciudadana. Crea un Foro Nacional de Ordenamiento Territorial, un Comité 
Consultivo de Ordenamiento Territorial, etcétera, es decir, una serie de instituciones que se suman a las ya existentes. Entendemos 
que en este sentido aparece un conflicto, porque si ya tenemos una Comisión Nacional Asesora de Ordenamiento Territorial, no 
entiendo por qué en ese mismo ámbito, justamente, debe aparecer un Comité Consultivo. O sea que esto queda en lo 
programático, porque no indica cómo es que se va a llevar adelante la consulta pública. 


Por tanto, me parece que esto genera duplicación y, según mi modesto entender, también confusión aunque, de pronto, puede 
darse otra interpretación. 


Otra carencia es que elimina el artículo de las suspensiones, que a nosotros nos parecía que era un aporte fundamental de esta 
Comisión. El mismo se refería, justamente, a la suspensión de las autorizaciones a partir de la formulación de los respectivos 
avances o anteproyectos, claro está, en los casos vinculados a situaciones que planteen problemas graves en el proceso de 
desarrollo urbano y territorial, es decir, no siempre. Esto tampoco aparece. 


Se elimina la Comisión de Dirección y Seguimiento de los Planos que esta Comisión, según las versiones de varios de sus 
integrantes, había votado. Por ejemplo, en este momento tengo presente los aportes de la doctora Pereira donde justamente 
aparece esto -creo que con una pequeña diferencia de nombres- porque era una conclusión a la que esta Comisión había llegado. 


Hay más: elimina las carteras de tierras como instrumentos de gestión, tanto en el ámbito nacional como municipal. 


No quiero ser abusivo pero podríamos desarrollar el concepto que está atrás del instrumento de gestión; instrumento de gestión 
que, por otra parte, adoptaron todas las versiones de los integrantes de esta Comisión de Asesores y figura en las versiones 
taquigráficas. Por lo tanto, era un acuerdo unánime de los representantes más diversos de todo el espectro político y de los 
diferentes organismos que integran esta Comisión de Asesores. Pero resulta que ahora la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial lo elimina, lisa y llanamente, sin ningún tipo de justificativo. 


En consecuencia, también elimina las expropiaciones de las carteras de tierra; era lógico. 


Se refiere a un aspecto muy importante, que es el de la distribución de cargas y beneficios, cuando lo enuncia en el artículo 4”. 
Pero lo enuncia y no establece, justamente, un desarrollo, o sea, cómo se va a expresar. 


Nosotros hemos planteado una propuesta alternativa. Hemos estado dispuestos desde hace mucho tiempo a discutirla, pero 
entendemos que es la única forma de que el Legislador pueda tener una garantía de expresión de cuál es el espíritu que lo guió a 
la hora de sancionar algo tan significativo como es la distribución de cargas y beneficios. En nuestro país es un instrumento 
innovador. Por supuesto que existe en el ámbito internacional -no es que estemos inventando la pólvora- y también se aplica en 
otros países de América Latina, tal es el caso de Brasil y de Colombia. Pero, reitero, en nuestro país es un instrumento innovador y, 
por lo tanto, el Legislador no puede remitirse exclusivamente a una enunciación programática, sino que tiene que pensar en el 
cómo, a qué quiere llegar y cuál es su intención. 


De la misma forma, otro instrumento innovador que lo introduce -no lo olvida- es el de la sociedad de economía mixta. Pero lo deja 
para la reglamentación, cuando el proyecto del Poder Ejecutivo lo desarrollaba extensamente en el articulado. No podemos negar 
que este es un instrumento muy poderoso y como tal es también muy riesgoso. Por lo tanto, al introducir las sociedades de 
economía mixta -que nosotros respaldamos, pero llamamos con el nombre de consorcio, pues nos parece más adecuado y está en 
el mismo espíritu- entendemos que, justamente, debe aparecer en el articulado. No puedo pensar que el Legislador deje para la 
reglamentación el desarrollo de un instrumento tan importante. 


Seguimos: elimina la iniciativa ciudadana, o sea, la iniciativa de los instrumentos de ordenación, tema que hemos consensuado en 
el ámbito de esta Comisión reiteradamente. En ese sentido, debemos hacer nuestro reconocimiento a los aportes del Instituto de 
Interior y Urbanismo, fundamentalmente, en la persona del arquitecto Carlos Acuña, quien reiteradamente nos recordara la 
importancia de la iniciativa ciudadana. Es más, recuerdo una sesión en la que largamente se hizo referencia al tan recordado Plan 
del año 30, Plan del Centenario, que fue una iniciativa privada. Por cierto esta ciudad tuvo un plan de iniciativa privada. Pero esto lo 
elimina, no existe la iniciativa ciudadana. 


Ya habíamos hecho referencia al excesivo número de instrumentos de ordenación. En ese sentido, con respecto a los planes 
urbanos de ordenación territorial -como acordamos denominar en el seno de esta Comisión Asesora- se diferencia entre planes de 
ordenación territorial y planes de uso del suelo. Esto aparecía en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo de mayo de 2000, 
distinguiéndose uno de otro de acuerdo a la cantidad de habitantes, es decir, a la población. En ese sentido, esta iniciativa ponía 
como límite los 1.000 habitantes y estos aportes lo acotan a 5.000 habitantes. Aquí reconocemos la inspiración en la legislación 


francesa donde, justamente, aparece lo relativo a los planes del uso del suelo como una figura más sencilla, de aplicación más 
directa para el caso de pequeños centros poblados. Quiero recordar las expresiones que, durante toda una tarde, en el seno de 
esta Comisión se realizaron, argumentando en el sentido de que esa distinción -según el número de habitantes- podía ser 
totalmente arbitraria y que lo que importaba era la caracterización de cada centro poblado, y no su número de habitantes. Un 
pequeño centro poblado puede ser muy importante y requerir de ordenación dado que su trascendencia no radica exclusivamente 
en el número de habitantes. Por ejemplo, Colonia, desde el punto de vista estratégico del territorio de la República Oriental del 
Uruguay, es una de las ciudades más importantes en este momento y, sin embargo, tiene escasamente más de 20.000 habitantes. 
Por eso, nos parece más adecuado que no aparezca esta distinción y todos sean planes urbanos de ordenación territorial y, 
además, reconocer los grados de profundización, porque no en todos lados se debe aplicar lo mismo que en las grandes o 
medianas ciudades. Por lo tanto, lo que nos parece más adecuado es desarrollar una expresión de acuerdo a los principios de 
máxima síntesis y proporcionalidad, donde primen los criterios técnicos, el necesario diagnóstico y el estudio de la realidad que 
lleven, justamente, a la determinación de cuál es el plan más adecuado para cada centro poblado. Pienso que estos aspectos el 
Legislador los puede dejar para la reglamentación porque tienen que ver con el desarrollo técnico. Insisto en que los aspectos de 
desarrollo técnico son, claramente, propios de la reglamentación que desarrollará el Poder Ejecutivo -porque así está obligado- 
pero también los Gobiernos Departamentales. Esto se hará a través de otro tipo de normas relativas al cuerpo jurídico de la 
ordenación del territorio, que ya es muy amplio y vasto y lo seguirá siendo a partir de la sanción de esta ley. 


Luego se hace referencia al aspecto de las sanciones o de la policía territorial. Quiero aclarar que, a pesar de que he leído esta 
iniciativa varias veces, tuve solo una semana para su estudio y, quizás me equivoque, pero no pude encontrar un solo pasaje que 
estableciera la competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como policía territorial. Creí 
entender -pero me puedo equivocar- que la competencia de la policía territorial se limita al ámbito de los Gobiernos 
Departamentales. 


Hay otro aspecto que mantenemos en el ámbito de estudio y reflexión y que consideramos muy delicado porque se han planteado 
cuestionamientos que no han sido levantados como, por ejemplo, el establecimiento de sanciones con multas que van de 100 a 
50.000 Unidades Reajustables cuando, justamente, el arquitecto Sienra señaló que la Ley Orgánica Municipal establece el límite de 
las multas para los Gobiernos Departamentales en 750 Unidades Reajustables; es algo que todavía no hemos podido dilucidar. 


Por lo tanto, hay aspectos -ciertamente- muy difusos. Es más, cuando se sanciona no se sabe a quién, es decir, si es al padrón o al 
infractor. Y es en ese sentido que volvemos a reiterar que los aportes realizados por la doctora Pereyra son mucho más precisos 
porque definen al infractor. Al sancionar genéricamente, ¿quién va a pagar la multa? ¿Es el padrón quien lo debe hacer? 


De todas maneras, este aspecto requiere de un mayor análisis porque, además, cuando tenemos más de un infractor, ¿de quién es 
la responsabilidad?, ¿es compartida? 


Son muchos los aspectos que podemos cuestionarnos con respecto al articulado de la policía territorial. Esto no quiere decir que 
entendamos que deba desaparecer; todo lo contrario, pero debemos limitar el ámbito de la discrecionalidad. Cuando hablamos de 
establecer sanciones, que llegan incluso a penas que implican ir a la cárcel, creo que debemos ser muy precisos. 


Otro aspecto que también nos ha llamado la atención se refiere a los ajustes que se propone en los aportes de la DINOT con 
respecto a las leyes de centros poblados. Allí se elimina gran parte del articulado. Nosotros -ya lo hemos expresado 
reiteradamente- más allá de que entendemos que las leyes de centros poblados requieren de una reelaboración, de una 
reescritura, y de una actualización -ya que son del año 1946- en esta circunstancia nos parecía que era mucho más adecuado 
armonizar el nuevo texto legislativo a las leyes de centros poblados, manteniendo su vigencia, pero sin revocarlas ni derogarlas. 


Para no ser extenso, me quiero remitir a sucesivas reuniones que se mantuvieron en el seno de esta Comisión, en las cuales sólo 
se entrevió las consecuencias que tenía la derogación de artículos fundamentales de la ley de centros poblados en el resto de la 
legislación: en el Derecho Positivo, en el Derecho Tributario, y hasta en la propia Constitución de la República, para dar algunos 
ejemplos. Precisamente, la propia Carta Magna adopta la terminología de zona suburbana y rural de la Ley de Centros Poblados. 
Entonces, esta propuesta de la DINOT de querer derogar, lisa y llanamente -como lo establece- no es posible ya que una ley no 
puede derogar la Constitución de la República. En realidad, está planteando una reforma constitucional y, por lo tanto, dejaría este 
tema para los constitucionalistas. 


Por otra parte, en los ajustes que se realizan a las leyes de centros poblados, no se consideran los cambios climáticos. Realmente, 
me sorprende que en el ámbito de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial se haya puesto tan poca atención a los 
aspectos ambientales, cuando ella está inserta en el Ministerio que se aboca a la vivienda, al ordenamiento territorial y al medio 
ambiente. 


Dedicamos varias sesiones de esta Comisión al tema de los cambios climáticos. Esto fue considerado y, justamente, hay una 
propuesta muy concreta sobre su consideración en la pequeña modificación que realizamos a la Ley de Centros Poblados. Esto no 
elimina los famosos acantilados que, con respecto a la preservación de la costa, han sido justamente un pretexto para dejar a un 
lado las disposiciones de la franja costera de 150 metros. 


Por otro lado, mantiene el artículo 14 sin adaptarlo a la eliminación del artículo 5% y no adapta el artículo 15 a la eliminación de zona 
urbana y suburbana. O sea que se elimina la zona urbana y suburbana, pero la mantiene en el artículo 15. Podría decir que son 
pequeñas desprolijidades y que no voy a poner el énfasis en ese tipo de ajustes. Eso no está en mi espíritu. 


Sin embargo, saco la conclusión de que esto es totalmente salvable, porque se corrige. Pero la conclusión a la que llegamos, 
justamente, no denota este tipo de contradicciones que son salvables. En este momento, debemos concentrarnos en el proyecto de 
ley de Ordenación Territorial y dejar lo relativo a los centros poblados para una instancia posterior de estudio donde se ajuste y 
actualice. 


Creo que hay una premura que no es la más conveniente a la hora de derogar una ley fundamental en nuestro país. Antes de 
entrar a Sala me señalaban que tampoco han sido considerados aspectos ambientales referidos a la caracterización de suelos no 
urbanizables de las costas, que entendemos es fundamental. 


Tampoco se han considerado los estímulos. Aparecen las sanciones, pero no los estímulos. 


En conclusión, entendemos que la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial realiza varios aportes de significación. Los 
tuvimos en cuenta y los incorporamos en nuestro proyecto alternativo, pero no constituyen "in totum" una alternativa de proyecto de 
ley. 


(Se retoma la versión taquigráfica) 
SEÑORA PEREIRA.- Si bien siempre lo hemos hecho, de todos modos aclaro que voy a hablar totalmente a título personal. 


Hace dos años que integro esta Comisión y creo que cualquiera de los cuatro miembros que estamos presentes aquí ha concurrido 
y cumplido de forma fehaciente con todo lo estipulado. Confieso que me causa pena que en la sesión anterior y en ésta, en lugar 
de haber aprovechado la oportunidad para seguir buscando consensos, como habíamos hecho el mes pasado, se haya 
incorporado un nuevo proyecto, más allá de que se lo nombre como aporte. Como ya he manifestado, el mismo representante del 
Ministerio, el arquitecto Villegas, de quien tengo la mejor opinión, había establecido un cronograma de acción en el que los meses 
de marzo, abril, mayo y junio eran las fechas correspondientes a cada capítulo. Empezando por el capítulo 1* que iba a llegar hasta 
finales de marzo, se pensaba continuar con cada capítulo por mes hasta terminar junio. Cada uno de nosotros ha trabajado de esa 
manera, con la finalidad de que luego se pudieran discutir los aspectos que se habían presentado, para llegar a acuerdos, que era 
lo importante dadas las características de esta Comisión: interdisciplinaria, que reúne distintos ámbitos, más allá de lo político y con 
el énfasis puesto en el trabajo técnico. Entiendo que desde diciembre hasta la fecha existe una nueva dirección, pero también 
recuerdo que han transcurrido ya unos ocho meses. Por lo tanto, creo que estos aportes deberían haber sido presentados con una 
anterioridad mucho mayor a diez días. 


El arquitecto Gilmet realizó un análisis exhaustivo sobre el proyecto -por supuesto que lo leí y tengo opinión al respecto-; 
personalmente, no quise hacer un estudio detallado porque sería un tema de nunca acabar. Creo que con seriedad deberíamos 
haber establecido y cumplido ciertas pautas. No voy a referirme nuevamente a los artículos y decir en qué estoy de acuerdo y en 
qué no; inclusive, el arquitecto Villegas presentó su proyecto alternativo. No es nada personal con él; he respetado absolutamente 
todos los aportes que hiciera, pero a título personal tomé a mal que al final se planteara esto, cuando se enfatizó tanto en que esta 
Comisión tenía que terminar su labor en el mes de agosto porque si no, no iba a poder aprobarse la ley, que es lo que en definitiva 
pretendemos: sancionar una buena ley. 


A grandes rasgos, entiendo que este informe es bastante técnico. Me atrevería a decir que ha trabajado un equipo técnico; es una 
visión de arquitectos. Tengo mi respeto por el arquitecto Bervejillo, pero no recoge para nada muchísimas de las cosas que hemos 
venido discutiendo con bastante énfasis a lo largo de muchos meses. No olvidemos que acá venimos dos horas por semana, pero 
cualquiera de nosotros tiene que estudiar lo que hemos tratado, estudiarlo y llegar a determinadas conclusiones con el fin de arribar 
a soluciones comunes, lo que siempre fue el espíritu de esta Comisión. 


El análisis más que detallado que hizo me causa una impresión no muy favorable, en principio porque el tema ambiental se recoge 
en una forma mínima, cuando precisamente la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial compone el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Se podría decir que el ordenamiento territorial es un instrumento integrante de una 
adecuada política ambiental. Por otra parte, yendo a un tema minucioso -aunque citando nada más que los títulos- el informe no 
dice absolutamente nada de las obras públicas. Por ejemplo, el artículo 12, cuando habla de la competencia urbanística, creo que 
no tiene en cuenta la Ley de Areas Protegidas, que se aplica a nivel nacional; creo que eso puede dar lugar a interpretaciones 
erróneas. 


Aquí dimos gran importancia a la participación pública y, si bien hay varios artículos que refieren a la misma, estamos ante normas 
por demás programáticas. 


Nada se habla del impacto ambiental y territorial, al que también le dimos tanta importancia en esta Comisión. 


En lo que tiene que ver con los fraccionamientos, podemos decir que todos pusimos un especial interés en cuanto a que este tema 
debía quedar totalmente claro, justamente, por la problemática existente. Me extraña, pues tampoco lo veo para nada reflejado en 
el texto. 


Como decía el arquitecto Gilmet, convendría que aparecieran determinadas declaraciones con respecto al suelo no urbanizable. 


En lo que tiene que ver con las sanciones, veo que el tema está tratado en forma muy leve. Sinceramente, creo que se va a 
necesitar una cantidad de normas para poder llevarlas a la práctica; reitero, lo veo tratado vagamente. 


Si estuviera el arquitecto Sienra aquí presente, no sé qué podría pensar con respecto al tema de los incentivos, ya que él hizo 
mucho énfasis en el mismo. 


En fin, todo es opinable, pero creo que es una verdadera pena que la Dirección no hubiese realizado estos aportes en los tiempos 
estipulados, ya que efectivamente se podría haber arribado a algo; tal vez, habría sido bueno que concurriera el señor Director o 
que nosotros hubiéramos ido, en su momento, al Ministerio. Podríamos haber trabajado de una manera conjunta, para saber por 
qué se establecieron determinados parámetros y por qué no. 


Hoy veo todo esto, en realidad, en un momento inoportuno. Reitero que todas estas expresiones son personales e inclusive nunca 
se las comuniqué a ustedes. Esta es mi última sesión y hace dos años que venimos concurriendo a este ámbito, por lo que debo 
señalar que me gusta tomar las cosas con seriedad, pero creo que seguir así es algo de nunca acabar. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- No sé cuál va a ser la determinación en cuanto a la actividad de esta Comisión, pero en caso de que se 
decida seguir sesionando, en primer lugar, mociono para que la doctora Pereira deponga su actitud y continúe participando de las 
reuniones; claro está, si las hay. Le pido que no me responda ahora, pero le solicitaría que lo piense en el transcurso de esta 
semana. 


Con referencia al proyecto enviado por la DINOT, quiero decir que no tuve ninguna injerencia directa ni indirecta en su elaboración 
y, por eso, últimamente había estado absteniéndome de participar en la Comisión, porque al respecto no tenía instrucciones. Ahora, 
al reasumir personería, hago estas manifestaciones, básicamente, a título personal pero, en alguna medida, coincidiendo con 
ciertos aspectos que se establecen en el proyecto. 


Quiero señalar que la disertación de Gilmet fue estupenda y de un gran equilibrio, valorando muy bien lo que encontró como 
aportes o aspectos ensamblables o conciliables con los trabajos que se habían desarrollado hasta ahora. Su aporte fue de gran 
pasión, sobre todo en su última parte, respecto a algunos puntos que anoté y que me gustaría comentar. 


Se refirió al tema de las carteras de tierra, señalando que le parece muy mal que hayan desaparecido del proyecto. Yo, que no soy 
partidario de las carteras de tierra, me congratulo de sus expresiones. Por otra parte, hasta ahora, los Gobiernos Departamentales 
que han querido operar carteras de tierra y que han tenido recursos para hacerlo o que tenían tierras disponibles desde antaño, lo 
han podido hacer y no hay nada que les impida continuar haciéndolo, aunque este proyecto de ley no lo ratifique. 


En lo que hace a las sociedades, voy a ser muy puntual y no voy a extenderme mucho, pues ya estamos sobre la hora de 
finalización de la reunión. 


En cuanto a las sociedades de economía mixta, me parece que son más bien una vieja ilusión que arranca de nuestra Constitución 
de 1966, momento en que se aprobó con mucho entusiasmo la posibilidad de llevarlas a cabo. En la realidad estas sociedades no 
se han visto funcionar con eficacia, elegancia ni resultados adecuados y, quizás, el ejemplo más reciente es la desastrosa 
actuación de ANCAP con los surtidores en Argentina, donde está perdiendo fortunas. Otro ejemplo que también está alborotando 
en estos días al Parlamento es el de las inversiones de la Corporación Nacional para el Desarrollo, que también son formas de 
economía mixta, casi todas con resultados muy dudosos. Pero dejemos que las conclusiones las saque la Comisión Investigadora 
que está trabajando en ese tema. 


De manera que me parece que difícilmente las sociedades de economía mixta sean un éxito en nuestro país, sea cual sea el tipo 
de emprendimiento y los territoriales son, en definitiva, también negocios inmobiliarios. 


Por último, quería hacer referencia al tema de las modificaciones o derogaciones que se hacen a la Ley de Centros Poblados. En el 
día de ayer di un vistazo más o menos rápido a las disposiciones que tratan el tema y, debo decir que, expresamente en relación 
con los acantilados que preocupan al señor Gilmet, está prohibido conceder a los Gobiernos Departamentales cualquier tipo de 
excepción y esto se establece precisamente al decirse que "los Gobiernos Departamentales no podrán admitir excepción alguna a 
lo previsto en el presente artículo", que es el que se refiere a la faja costanera de 150 metros. Por lo tanto, esto está totalmente 
aclarado. 


En general, las normas que se van eliminando de la Ley de Centros Poblados, no hacen peligrar la estructura misma de las viejas 
leyes de centros poblados, sino que por el contrario se van quitando cosas que son bastante obsoletas como, por ejemplo, el hecho 
de que a menos de 5 kilómetros de distancia de centros poblados por formarse existan tierras aptas para la agricultura intensiva. 
Este tipo de disposiciones, así como las excepciones nefastas para los lugares de veraneo y habitación no permanente se derogan 
expresamente, de manera que no hay excepción ni para los lugares de veraneo, aunque no tengan agua ni luz. Creo, reitero, que 
las referencias que hace la ley son bastante acertadas y no he encontrado ninguna derogación peligrosa. También se eliminan 
varios incisos relativos a los requisitos a plantear en el caso de fraccionamiento y, nuevamente, lo referente a la naturaleza del 
suelo agrícola -que está dos veces- así como la disposición de aportar el aforo medio de la hectárea de tierra en la región y la 
tasación de las mejoras existentes en el área destinada a centros poblados. Son todas disposiciones absolutamente inútiles. Por 
ejemplo también se suprime lo relativo a la extensión y ubicación de los terrenos destinados a fomento y desarrollo de futuros 
centros poblados y la multa de $ 200 al agrimensor que infrinja estas disposiciones. Creo que realmente estas eliminaciones no 
hacen peligrar para nada la esencia de la norma y, básicamente, atacan a los gruesos errores de la vieja ley que son las 
excepciones permitidas a las Juntas Departamentales. 


SEÑOR VILLEGAS.- Muy brevemente, quiero señalar que estoy de acuerdo con que el proyecto presentado por DINOT ha sido 
enviado fuera de tiempo, pero ¿era posible hacerlo de otra manera? 


No, porque las autoridades actuales de la DINOT tomaron posesión de sus cargos a fin del año pasado, es decir, hace poco más de 
seis meses y en el ínterin se han producido una serie de circunstancias que han complicado el posible desarrollo del estudio que 
realizara el grupo que armó esa Dirección para colaborar con este proyecto de ley. Quiso hacerlo y lo hizo, prescindiendo de las 
opiniones de sus delegados en la Comisión Asesora, para poder actuar de una manera totalmente, digamos, no prejuiciosa. Sin 
embargo, como delegado de la DINOT me tomé el trabajo de hacerle llegar las distintas versiones que se fueron produciendo a lo 
largo de estos más de dos años y medio. De modo que sí tenía el conocimiento de las versiones propuestas, pero entiendo que fue 
difícil para la actual Dirección armar el grupo de trabajo y obtener resultados o propuestas más elaboradas. Yo mismo le he hecho 
llegar una serie de observaciones sobre el proyecto que presentó. Me parece que es un proyecto válido en su estructura, pero 
puede y debe simplificarse y tomar un cariz más ejecutivo. Este proyecto se desarrolla mucho en un plano académico, pero no en 
el operativo, y creo que las dos cosas son necesarias y complementarias. 


SEÑOR BERRUTTI.- Con esta reunión se finaliza el asesoramiento a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del 
Senado. De cualquier manera, durante esta semana, la Secretaría va a recibir las modificaciones con respecto a temas que tocó el 
arquitecto Gilmet o los demás asesores participantes, pero estrictamente en lo que corresponde al trabajo legislativo sobre 
redacciones que se puedan modificar. En la redacción del proyecto de ley habrá que tener en cuenta el carácter general, abstracto 
y coercitivo, en especial a lo que refería el arquitecto Gilmet sobre el artículo 9%, la ausencia de toma de decisiones u omisión sobre 
las obras públicas, la participación ciudadana, lo que refiere a las cargas y beneficios etc. Al principio se consideraba en elaborar 
una ley marco, pero luego la realidad del camino determinó que se haya tenido que bajar en algunos puntos no sólo para que no 
quedaran librados a la reglamentación del Poder Ejecutivo, sino también para que del Poder Legislativo saliera un trabajo con el 
concepto que ustedes los asesores le imprimieron y darle a aquél las opciones de la reglamentación que ustedes consideraron y 
consideren oportunas. 


Por lo tanto, repito que durante la próxima semana la Secretaría va a estar recibiendo alguna modificación y al término de la misma 
cerramos esa opción y nos abocaremos al texto comparativo para elevarlo a la Comisión de Vivienda. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quiero decir que, en el plano personal, quedo a las órdenes del Secretario de la Comisión Asesora y de sus 
miembros para eventuales reuniones a los efectos de seguir discutiendo este tema, que creo no está terminado, por cierto. 


SEÑOR GILMET.- Ya que se cierra una etapa de trabajo, quiero expresar mi agradecimiento a los integrantes de esta Comisión 
Asesora que durante tanto tiempo compartimos un ámbito de trabajo plural, respetuoso y verdaderamente ejemplar. Hago extensivo 
este agradecimiento a los funcionarios del Palacio Legislativo, que siempre nos han acogido tan deferentemente. 

A la vez, quedo a disposición de los señores Senadores para cualquier aclaración, duda o ampliación que entiendan necesario. 
SEÑOR BERRUTTI.- Agradezco en nombre de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado a todos los 
asesores, tanto a los que están presentes como a los que no han podido asistir en el día de hoy; inclusive, a la Asociación de 


Agrimensores, a la Sociedad de Arquitectos y a otras delegaciones que hicieron oportunamente sus aportes correspondientes. 
Reitero que la Secretaría está a disposición para cualquier tipo de consultas o de trabajos a realizar. 


Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 36 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


